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PRINCIPALES HALLAZGOS 

• El trabajo doméstico sostiene la vida cotidiana, pero arrastra una brecha persistente 
entre su relevancia y su reconocimiento. Cocinar, limpiar y cuidar libera el tiempo de 
quienes se dedican a otras actividades, y aun así no ha tenido la relevancia necesaria: 
apenas en 2011 el Convenio 189 de la OIT lo reconoció con plenos derechos y, una década 
después, el 81% de los trabajadores domésticos del mundo seguía en la informalidad.  

• Colombia construyó uno de los marcos legales más completos de la región por capas 
sucesivas. Partiendo del Código Sustantivo del Trabajo de 1950; que reconoció la relación 
laboral, pero como un régimen especial inferior en jornada y prestaciones; el sector fue 
ganando derechos con la Constitución de 1991, la incorporación del Convenio 189 de la 
OIT (Ley 1595 de 2012), el derecho a la prima de servicios (Ley 1788 de 2016) y la reducción 
gradual de la jornada (Ley 2101 de 2021), en una trayectoria de equiparación progresiva 
con el régimen ordinario. 

• La Corte Constitucional fue el motor de esa equiparación a través de tres sentencias 
hito. La C-372 de 1998 fijó límites a la jornada de las internas (máximo 10 horas y pago de 
horas extra); la C-871 de 2014 declaró injustificada su exclusión de la prima de servicios y 
derivó directamente en la Ley 1788 de 2016; y la C-507 de 2023 ordenó extenderles la 
reducción de la jornada a 42 horas. El resultado es el paso, en el papel, de un empleo “de 
segunda categoría” a la igualdad formal de derechos. 

• El sector tiene un tamaño considerable, viene creciendo y está feminizado. Pasó de 
895.726 ocupados en 2023 a 986.794 en 2025 (4,14% del empleo total), con mujeres en 
cerca del 98% de los puestos. El perfil dominante es de mujeres adultas (los grupos de 45 
a 54 y de 55 años o más concentran la mayoría), con escolaridad media o baja, residentes 
en zonas urbanas (Bogotá reúne el 15,5%) y donde más de la mitad son jefas de hogar. Esta 
convergencia confirma que la feminización es estructural, no coyuntural. 

• Las condiciones laborales son precarias y la precariedad es la regla, no la excepción. 
Cerca del 85% trabaja bajo contrato verbal, la modalidad externa (91,5% en 2025) es la 
más desprotegida, casi la mitad gana menos de un salario y la cobertura de prestaciones 
es baja (la prima de navidad no supera el 6% en ninguna modalidad). La salud es casi 
universal, pero mayoritariamente subsidiada (alrededor del 73%) y solo cerca del 11% 
tiene protección social completa.  

• La desocupación del sector recae casi por completo sobre el mismo grupo vulnerable 
que lo ocupa. Alrededor del 97% de los desocupados son mujeres, concentradas en 
edades medias y avanzadas (los grupos de 35 a 54 años son mayoría y los de 55 años o más 
tienen un peso considerable), cerca del 94% no supera la secundaria y más del 55% son 
jefas de hogar. Esa combinación de edad, baja escolaridad y rol de sostén económico 
anticipa una reinserción laboral difícil. 

• Salen por motivos de cuidado y salud, y cuando salen rara vez mejoran su situación. 
Las responsabilidades familiares y la enfermedad explican cerca de dos tercios de las 
desvinculaciones (67% en 2025), con las cargas familiares como causa dominante (43%), 
por encima de cualquier factor del empleo. Y las trayectorias confirman una movilidad 



 

 

limitada: solo uno de cada diez pasa a un empleo formal no doméstico, mientras cerca del 
49% va a otro empleo informal y el 42% permanece en el servicio doméstico. Salir del 
sector no equivale a acceder a mayor protección. 

• Dos reformas recientes tienen el potencial de ampliar la protección del sector. La Ley 
2466 de 2025, en su artículo 33, obliga a vincular con contrato escrito y registro en la PILA, 
además de nuevos recargos y liquidación sobre el salario completo; y la Ley 2381 de 2024 
(pensional) crea un pilar semicontributivo pensado justamente para trayectorias de 
cotización fragmentadas como las del sector, complementado con Colombia Mayor. 
Sobre el papel, ambos atacan los déficits centrales: informalidad contractual y 
desprotección en la vejez. 

• Pero el obstáculo principal ya no es normativo, sino de implementación. Como el 
empleador es un hogar y no una empresa, la inspección estatal en el espacio privado es 
históricamente limitada, lo que abre el riesgo de que los hogares no formalicen, reduzcan 
horas o formalicen “solo en el papel”. La evidencia de que obligaciones ya vigentes se 
incumplen masivamente (prima de navidad por debajo del 6%) muestra que el impacto real 
dependerá menos de crear nuevos derechos y más de la capacidad institucional para 
hacer cumplir los que ya existen. 

 

 

 



 

 

INTRODUCCIÓN 

Cocinar, lavar, limpiar, cuidar niños o acompañar a un adulto mayor son tareas que sostienen la 
vida cotidiana y que, al ser asumidas por alguien, liberan el tiempo de quienes se dedican a otras 
actividades productivas. Pese a esa importancia, el trabajo doméstico ha sido tratado durante 
décadas como algo marginal: invisible cuando recae en las mujeres del hogar sin remuneración, 
y regulado como un empleo de segunda categoría cuando es intermediado por una relación 
laboral. Reconocer esa brecha entre relevancia y reconocimiento es el punto de partida de 
cualquier discusión sobre el tema. 

Para efectos de este informe, se entiende por trabajo doméstico aquel realizado en un hogar o 
para los miembros de un hogar en el marco de una relación laboral, según lo establecido en el 
artículo 1 del Convenio 189 de la OIT. Operacionalmente, la identificación de los trabajadores 
domésticos en la Gran Encuesta Integrada de Hogares (GEIH) se realizó combinando 
información sobre el tipo de empleo, la posición ocupacional y los códigos de oficio de la 
Clasificación Internacional Uniforme de Ocupaciones, siguiendo la definición ampliada de la 
20.ª Conferencia Internacional de Estadísticos del Trabajo (CIET), que incluye tanto a quienes 
son contratados directamente por los hogares como a quienes prestan sus servicios a través de 
proveedores o agencias de empleo (OIT, 2018; OIT, 2021b). 

A nivel internacional, el trabajo doméstico fue consagrado como un empleo con todos sus 
derechos apenas hace poco más de una década: en 2011, la Conferencia Internacional del 
Trabajo aprobó el Convenio 189, primer instrumento vinculante que reconoció al sector las 
mismas protecciones básicas que a cualquier otro: jornada regulada, salario mínimo, descanso 
semanal, seguridad social y libertad sindical (OIT, 2011a). Diez años después, el balance fue 
mixto: pese a los avances normativos, el 81% de los trabajadores domésticos del mundo, en su 
mayoría mujeres, seguía en la informalidad (OIT, 2021a). América Latina concentra buena parte 
de ese universo, y Colombia no es la excepción: el 97,6% de quienes trabajan en el sector son 
mujeres, correspondiendo al 9,7% de las que tienen empleo urbano. Esta proporción se eleva al 
13,8% entre las mujeres afrodescendientes (DANE, GEIH 2025). 

Estudiar este sector con rigor no es un ejercicio temático más. Es, en primer lugar, una forma de 
entender cómo funcionan los mercados laborales más allá de los promedios: el trabajo 
doméstico concentra en una sola ocupación varias de las peores condiciones del empleo, lo que 
lo convierte en un termómetro privilegiado de los déficits de trabajo decente (OITa, 2021). Así 
mismo, es una forma de leer las desigualdades de género, clase y origen, pues quién contrata y 
quién realiza este trabajo dice mucho sobre cómo se distribuyen el tiempo, el ingreso y las 
oportunidades en una sociedad (CEPAL, 2022). Por último, también es una manera de evaluar 
en qué medida las normas se traducen en realidades concretas: Colombia cuenta con uno de 
los marcos legales más completos de la región, pero la brecha entre lo que dice la ley y lo que 
viven las trabajadoras sigue siendo amplia, y cerrarla exige analizarla con datos, contexto 
histórico y categorías claras. 

Con ese propósito, el informe se organiza en tres secciones. La primera reconstruye el marco 
jurídico del trabajo doméstico en Colombia, desde las disposiciones del Código Sustantivo del 
Trabajo hasta la legislación vigente, pasando por las sentencias hito de la Corte Constitucional. 



 

 

La segunda caracteriza al sector a partir de datos de la Gran Encuesta Integrada de Hogares para 
el periodo 2023-2025, con énfasis en el perfil sociodemográfico de los ocupados y desocupados, 
sus condiciones laborales y su acceso a protección social. La tercera analiza los efectos 
potenciales de la Ley 2381 de 2024 y la Ley 2466 de 2025 sobre las condiciones de este sector, 
examinando tanto los beneficios esperados como las tensiones que podrían limitar su alcance 
efectivo. 

 

 

 



 

 

MARCO JURÍDICO 

Evolución normativa del trabajo doméstico en Colombia hasta la actualidad  

Para establecer la línea temporal jurídica del trabajo doméstico en Colombia es pertinente partir 
de las disposiciones del Código Sustantivo del Trabajo de 1950, norma que sentó las bases y 
reconoció la relación laboral entre las personas que prestaban servicios domésticos y los 
hogares empleadores, otorgándoles un grado de protección jurídica. No obstante, este fue 
concebido como un régimen especial que estableció marcadas diferencias frente al régimen 
ordinario en materia de jornada laboral y prestaciones sociales. En este contexto, dicho trato 
diferenciado contribuyó a perpetuar una visión histórica de la infravaloración del trabajo 
doméstico, el cual se concebía como una actividad del hogar ajena a la generación de valor, que 
no requería una preparación particular y que era fundamentalmente realizada por mujeres 
(Corte Constitucional, 2014).  

Con la expedición de la Constitución Política de 1991 la concepción del trabajo experimentó un 
cambio significativo: se estableció como un derecho sujeto a especial protección del Estado y 
cobijado por los principios de dignidad humana e igualdad. Posteriormente, Colombia aprobó 
internamente (mediante la Ley 1595 de 2012) el Convenio 189 de la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT) sobre trabajo decente para las trabajadoras y los trabajadores domésticos, 
instrumento que incorporó estándares internacionales en materia de protección social, 
formalización laboral, equidad e igualdad y, a su vez, reafirmó las obligaciones del Estado hacia 
este sector tradicionalmente vulnerable. En esa misma línea, el Decreto 721 de 2013 consagró 
la afiliación obligatoria a las cajas de compensación familiar, y el Decreto 2616 de 2013 reguló 
la cotización a seguridad social de trabajadores contratados por periodos inferiores a un mes, 
una medida especialmente relevante debido a que muchas trabajadoras domésticas laboran 
por días o por horas.  

La entrada en vigor de la Ley 1788 de 2016 representó un cambio de paradigma fundamental, 
dado que reconoció el derecho de las trabajadoras y trabajadores domésticos a la prima de 
servicios, corrigiendo así una histórica disparidad respecto a otros grupos de trabajadores. Esta 
ley consolidó además el reconocimiento del trabajo doméstico como una actividad que genera 
valor social y económico para la sociedad y que, por tanto, merece plena protección jurídica.  

Actualmente, si bien persisten algunas particularidades de esta actividad, la jurisprudencia y el 
régimen jurídico del trabajo doméstico conforman un conjunto de disposiciones orientadas a 
garantizar la igualdad efectiva de derechos entre los trabajadores domésticos y los demás 
trabajadores. Este marco normativo comprende el Código Sustantivo del Trabajo y sus reformas, 
la Ley 100 de 1993, la Ley 1562 de 2012, la Ley 1595 de 2012, los Decretos 721 y 2616 de 2013, 
la Ley 1788 de 2016, la Ley 2101 de 2021 y las modificaciones introducidas por la Ley 2466 de 
2025. 

Estas disposiciones y el desarrollo jurisprudencial han reconocido y reforzado que los 
trabajadores domésticos tienen derecho a gozar de los mismos derechos fundamentales 
laborales que todos los demás trabajadores, tales como: 



 

 

• Remuneración mínima: al menos un salario mínimo legal vigente o, si laboran de tiempo 
parcial o por días, su equivalente proporcional. 

• Prestaciones sociales: prima de servicios, cesantías, intereses de cesantías y 
vacaciones, entre otras. 

• Seguridad social: afiliación al sistema de pensiones, salud y riesgos laborales. 

• Derechos complementarios: reconocimiento del trabajo suplementario, descansos 
obligatorios y recargos legales, cuando se cumplan los presupuestos para ello. 

Sentencias hito de la Corte Constitucional 

El desarrollo normativo descrito no estuvo aislado del debate constitucional: a través de 
diversas sentencias, la Corte Constitucional fue precisando y ampliando el alcance de los 
derechos de los trabajadores domésticos, consolidando una línea jurisprudencial orientada 
hacia su equiparación con el régimen laboral ordinario.  

La primera de estas decisiones fue la Sentencia C-372 de 1998, en la que la Corte analizó la 
exclusión de los trabajadores domésticos de la regulación de la jornada máxima laboral prevista 
en el Código Sustantivo del Trabajo. La decisión judicial determinó que limitar dicha jornada era 
imperativo, pues su exceso resultaba contrario a la dignidad humana y las garantías mínimas 
debidas a toda persona. En consecuencia, fijó que los trabajadores domésticos internos no 
podían laborar más de 10 horas diarias y que, cuando el servicio fuera requerido por encima de 
ese límite, debía reconocerse el pago de horas extra. Asimismo, precisó que la disponibilidad 
permanente no implicaba la renuncia al descanso compensatorio. Este fallo sentó las bases 
para la equiparación progresiva de los derechos laborales de este sector respecto del régimen 
ordinario. 

Este avance fue complementado años después por la Sentencia C-871 de 2014, en la que la 
Corte reconoció que la exclusión de las trabajadoras y los trabajadores domésticos del derecho 
a la prima de servicios constituía un déficit de protección injustificado, reflejo de una deuda 
histórica con un sector mayoritariamente conformado por mujeres y sistemáticamente 
subvalorado. La Corte determinó que el trabajo doméstico genera valor económico y social para 
los hogares y, por tanto, no podía seguir tratándose como una actividad ajena a la producción. 
Reiteró además que este sector debía gozar de los mismos derechos fundamentales laborales 
que los demás trabajadores y resaltó la relevancia del Convenio 189 de la OIT como referente de 
protección. Basado en ello, exhortó al Congreso y al Gobierno Nacional a adoptar las medidas 
necesarias para corregir esta disparidad, lo que derivó directamente en la expedición de la Ley 
1788 de 2016, que extendió a este sector el derecho a la prima de servicios. 

La línea jurisprudencial descrita encontró su expresión más reciente en la Sentencia C-507 de 
2023, en la que la Corte Constitucional analizó una omisión legislativa relativa derivada de la Ley 
2101 de 2021. Esta ley había reducido de manera gradual la jornada laboral semanal de 48 a 42 
horas para los trabajadores en general, sin disminuir su salario; sin embargo, no extendió dicha 
reducción a los trabajadores domésticos internos, quienes quedaron por fuera de ese avance. 
La Corte identificó que esta exclusión carecía de justificación constitucional suficiente a la luz 



 

 

de los principios de dignidad humana, igualdad y protección especial al trabajo. En su análisis, 
subrayó que las particularidades del trabajo doméstico no pueden ser excusa para restringir 
injustificadamente derechos laborales y que el Estado tiene la obligación de avanzar hacia la 
igualdad de trato. Con ese fundamento, ordenó que la reducción gradual de la jornada se 
aplicara también a este sector, particularmente para las personas que trabajaban como 
internos, consolidando la equiparación progresiva de derechos que venía construyéndose 
desde la sentencia C-372 de 1998. 

CARACTERIZACIÓN DE LOS TRABAJADORES DOMÉSTICOS 

¿Quiénes son? Perfil sociodemográfico y feminización estructural 

El trabajo doméstico continúa siendo una ocupación con presencia significativa en el mercado 
laboral colombiano y muestra un crecimiento sostenido en el periodo analizado: el número de 
ocupados en el sector pasó de 895.726 personas en 2023 a 986.794 en 2025, con una 
participación dentro del total de ocupados que aumentó de 3,93% a 4,14% en el mismo periodo. 
Más allá de su tamaño, el rasgo más estructural del sector es su marcada feminización. Las 
mujeres representaron cerca del 98% de los ocupados en trabajo doméstico a lo largo del 
periodo, y su concentración se hace aún más evidente al comparar el peso del sector dentro del 
empleo de cada sexo: mientras el 9,7% de las mujeres ocupadas trabajaba en servicio 
doméstico en 2025, entre los hombres esa proporción fue de apenas 0,17% (Figura 1). 

Figura 1. Participación del trabajo doméstico dentro del empleo por sexo 

 

Fuente: Gran Encuesta Integrada de Hogares (2023,2024, 2025). Elaboración propia. 
 

En términos de edad, el trabajo doméstico se concentra principalmente en personas adultas. En 
2025, los grupos de mayor participación fueron quienes tenían entre 45 y 54 años (28,1%), 
seguidos por los de 55 años o más (26,9%) y los de 35 a 44 años (24,2%). Esta distribución se 
mantuvo estable a lo largo del periodo: en 2023 y 2024 los mismos tres grupos concentraban la 
mayoría de los ocupados, con variaciones menores. En contraste, la participación de jóvenes 



 

 

entre 18 y 24 años fue reducida y mostró una tendencia decreciente, al pasar de 6,0% en 2023 a 
5,6% en 2024 y 5,3% en 2025 (Figura 2). 

El perfil educativo refuerza esta lectura: la mayoría de los ocupados del sector cuenta con 
niveles medios o bajos de escolaridad, patrón que se mantuvo consistente durante el periodo 
analizado. En 2025, quienes tenían educación media representaron el 36,1% del total, seguidos 
por quienes contaban con básica primaria (34,1%) y básica secundaria (19,7%). La educación 
técnica o tecnológica alcanzó apenas el 4,4%, y la universitaria o de posgrado el 1,4% 

Figura 2. Distribución de trabajadores domésticos por grupo etario 

 

 

Fuente: Gran Encuesta Integrada de Hogares (2023,2024, 2025). Elaboración propia.  
 
En cuanto al autorreconocimiento étnico, la mayoría de los trabajadores domésticos reportó no 
pertenecer a ningún grupo étnico (84,7% en 2025). No obstante, se observa una presencia 
relevante de población negra, mulata, afrodescendiente o afrocolombiana, que representó el 
10,8% en 2025, y de población indígena, con el 4,5%.  

La jefatura de hogar es otro rasgo que evidencia la vulnerabilidad del sector. Más de la mitad de 
los ocupados en trabajo doméstico eran jefes o jefas de su propio hogar a lo largo del periodo, 
proporción que aumentó de 53,1% en 2023 a 55,5% en 2025. Al desagregar por sexo, el patrón 
se concentra casi completamente en las mujeres: las trabajadoras domésticas jefas de hogar 
representaron el 51,9% del total en 2023, el 53,4% en 2024 y el 53,9% en 2025 (Figura 3). 

 
 



 

 

Figura 3. Jefatura de hogar de trabajadores domésticos por sexo 

 

Fuente: Gran Encuesta Integrada de Hogares (2023,2024, 2025). Elaboración propia.  
 
Finalmente, la distribución territorial muestra que el trabajo doméstico se concentra 
principalmente en zonas urbanas y en los departamentos con mayor peso poblacional y 
económico. En 2025, Bogotá D.C. concentró la mayor proporción de trabajadores domésticos 
del país, con 15,5% del total, seguida por Antioquia (10,9%), Valle del Cauca (8,9%), Atlántico 
(7,4%), Cundinamarca (6,7%) y Bolívar (6,4%). También se destacan Santander y Córdoba, con 
participaciones de 4,4% y 4,3%, respectivamente (Figura 4).  
En conjunto, el perfil del sector muestra que el trabajo doméstico en Colombia es realizado 
principalmente por mujeres adultas, con niveles educativos medios y bajos, residentes en zonas 
urbanas y con una alta participación en la jefatura del hogar. Esta convergencia de rasgos 
confirma que la feminización del sector no es un fenómeno coyuntural, sino una expresión 
estructural de las desigualdades que persisten en el mercado laboral colombiano. 
 
 
 



 

 

Figura 4. Distribución de trabajadores domésticos por departamento 

 

Fuente: Gran Encuesta Integrada de Hogares (DANE). Elaboración propia 
 

Los resultados anteriores se pueden entender a partir de la forma en que el trabajo doméstico 
ha sido históricamente construido como una extensión de tareas asignadas socialmente a las 
mujeres. La literatura muestra que este trabajo suele ubicarse en la frontera entre empleo, 
cuidado, afecto y responsabilidades del hogar, lo que contribuye a que sea percibido como una 
extensión natural del rol femenino y no como un trabajo plenamente reconocido. Murray y 
Durrheim (2024) plantean que las trabajadoras domésticas cumplen roles tradicionales que las 
vinculan al hogar como mujeres y, al mismo tiempo, son contratadas como trabajadoras, lo que 
evidencia la tensión entre cuidado, servicio y empleo remunerado. De ahí que, incluso cuando 
se realiza en el mercado laboral, conserve una baja valoración social y económica frente a otras 
ocupaciones. En ese sentido, la feminización observada en Colombia no es un dato aislado, sino 
la expresión de una división sexual del trabajo que sigue trasladando a mujeres, especialmente 
de sectores con menores oportunidades laborales, la responsabilidad de sostener las tareas 
cotidianas de limpieza y cuidado de los hogares. 

Esta lectura también permite entender la concentración del sector en mujeres adultas y con 
niveles educativos medios o bajos. En la medida en que el trabajo doméstico ha sido construido 
como una actividad que requiere habilidades aprendidas en la experiencia cotidiana y no 
necesariamente conocimientos formales, tiende a convertirse en una alternativa laboral para 
mujeres con menores oportunidades de inserción en ocupaciones más calificadas. Bonnet, 
Carré y Vanek (2021) muestran que el trabajo doméstico es una ocupación altamente feminizada 
a nivel global y que, en América Latina y el Caribe, las mujeres representan cerca del 91% del 
sector. En países emergentes como Colombia, esta concentración suele estar asociada a 
trayectorias educativas más limitadas y a mercados laborales segmentados que restringen el 
acceso de muchas mujeres a ocupaciones con mejores condiciones de empleo.  



 

 

Para Colombia, Espinosa et al. (2025) sostiene que el servicio doméstico sigue siendo realizado 
principalmente por mujeres de sectores socioeconómicamente vulnerables, con predominio de 
población adulta y brechas persistentes en educación, seguridad social e ingresos. Al mismo 
tiempo, la baja participación de jóvenes puede asociarse con mayores niveles educativos, 
cambios en las expectativas laborales y una menor entrada de jóvenes al trabajo doméstico 
remunerado. Esto es consistente con lo señalado por Velasco (2025), quien observa que la oferta 
de trabajo doméstico remunerado en la región muestra un menor ingreso de jóvenes al sector y 
un envejecimiento relativo de quienes lo integran. De esta forma, el perfil observado en 
Colombia muestra que la feminización del sector no solo se expresa en la proporción de 
mujeres, sino también en una composición etaria y educativa que refleja la articulación entre 
género, edad y nivel educativo en el acceso desigual a mejores oportunidades laborales. 

¿Cómo trabajan? Condiciones laborales de los ocupados 

Más allá de quiénes conforman el sector del trabajo doméstico, resulta igualmente relevante 
examinar las condiciones en las que desarrollan su labor. El análisis de la modalidad de trabajo, 
la jornada, el tipo de contrato, la antigüedad y la remuneración revela un panorama marcado por 
la informalidad y la precariedad, con diferencias notables según las características del vínculo 
laboral. 

De hecho, el trabajo doméstico puede ejercerse bajo dos modalidades: la interna, en la que el 
trabajador reside en el hogar donde presta sus servicios, y la externa, en la que labora en 
viviendas distintas a su lugar de residencia. En Colombia, la modalidad externa es ampliamente 
dominante y muestra una tendencia creciente: su participación pasó de 87,6% en 2023 a 91,5% 
en 2025, lo que refleja una preferencia consolidada del mercado por esta forma de contratación. 

Al cruzar la modalidad de trabajo con la jornada laboral, se observa que los trabajadores internos 
son quienes con mayor frecuencia exceden el límite legal: en 2024, el 63,9% de ellos trabajaba 
más de las horas permitidas, proporción que se redujo a 55,6% en 2025. En el conjunto del 
sector, sin distinguir por modalidad, la jornada completa (entre 40 y 48 horas semanales) fue la 
más frecuente en 2023 con el 38,7%, pero perdió peso en los años siguientes, reduciéndose a 
27,9% en 2025. En paralelo, la jornada parcial de 20 a 39 horas ganó terreno, al pasar de 30,5% 
en 2023 a 32,1% en 2025, lo que sugiere un desplazamiento hacia formas de contratación más 
flexibles y de menor duración. 

 

 



 

 

Figura 5. Distribución de la jornada laboral de trabajadores domésticos 

 

Fuente: Gran Encuesta Integrada de Hogares (2023,2024, 2025). Elaboración propia.  
 

El tipo de contrato es otro rasgo que evidencia la precariedad del sector. A lo largo del periodo 
analizado, cerca del 85% de los trabajadores domésticos operó bajo contrato verbal, proporción 
que se mantuvo prácticamente estable: 85,7% en 2023, 85,5% en 2024 y 83,8% en 2025. Al 
desagregar por modalidad, la contratación escrita es más frecuente entre los trabajadores 
internos —alrededor del 29% en los tres años— que entre los externos, donde no superó el 14%. 
Aun así, incluso en la modalidad interna, el contrato verbal sigue siendo la norma, lo que deja a 
la mayoría del sector sin el respaldo formal que un contrato escrito ofrece. 

En cuanto a la antigüedad, los promedios son similares entre modalidades: los trabajadores 
internos llevaban en promedio 5,5 años en su empleo en 2023, 5,7 en 2024 y 6,3 en 2025, 
mientras que los externos se situaron en 5,1, 5,1 y 5,5 años respectivamente. Esta cercanía 
sugiere que, independientemente de la modalidad, el sector retiene a sus trabajadores por 
periodos similares, lo que contrasta con las marcadas diferencias que sí se observan en otras 
dimensiones. 

Justamente, la distribución salarial es quizás el rasgo más crítico del sector. En el conjunto del 
mercado, cerca de la mitad de los trabajadores domésticos percibió menos de un salario 
mínimo legal vigente durante el periodo analizado, proporción que además mostró una 
tendencia creciente: 79,9% en 2023, 78,8% en 2024 y 82,1% en 2025. Al desagregar por 



 

 

modalidad, la brecha es contundente: mientras que entre los trabajadores internos esta 
proporción osciló entre el 41% y el 46%, en los externos superó el 82% en los tres años. Esta 
diferencia no es casual: los trabajadores internos tienen mayor proporción de contratos escritos 
y jornadas más largas, condiciones que se traducen en una remuneración comparativamente 
mejor, aunque insuficiente para la mayoría. 

Figura 6. Nivel salarial de los trabajadores domésticos respecto al SMLV, por modalidad 

Fuente: Gran Encuesta Integrada de Hogares (2023,2024, 2025). Elaboración propia.  

El acceso a prestaciones sociales sigue el mismo patrón que la remuneración: mejor en la 
modalidad interna, pero insuficiente en ambas. En el caso de las vacaciones, la proporción de 
trabajadores internos con derecho a este beneficio fue de 49,1% en 2023, 39,1% en 2024 y 39,7% 
en 2025, frente a un promedio de apenas 16% en la modalidad externa. Una tendencia similar se 
observa en cesantías, prima de servicios, cotización a pensión y pago de ARL, donde los 
beneficiarios internos rondaron el 35% y los externos no superaron el 15% en promedio. El dato 
más revelador es el de la prima de navidad: en ninguna de las dos modalidades el porcentaje de 
trabajadores que la recibió superó el 6%, lo que evidencia que las brechas entre modalidades, 
aunque reales, no ocultan un rezago estructural que afecta al sector en su conjunto. 

Por último, en cuanto al tipo de oficio, el servicio doméstico general1 concentró más del 94% de 
los ocupados en los tres años, con 94,2% en 2023, 95,0% en 2024 y 95,8% en 2025. Esta escasa 
especialización es coherente con el panorama descrito a lo largo de la subsección, donde la 
informalidad, la baja remuneración y la precariedad no son excepciones, sino la regla. 

 
1 Los oficios que se agrupan bajo la categoría de trabajo doméstico son servicio doméstico general; 
limpieza y lavandería; ayudante de cocina y otros oficios elementales 
 



 

 

¿Qué tan protegidos están? Formalidad y acceso a seguridad social 

En términos de protección social, los y las trabajadoras domésticas presentan una cobertura de 
salud casi universal, pero de naturaleza marcadamente subsidiada, de hecho, cerca de tres de 
cada cuatro afiliadas pertenecen al régimen subsidiado (alrededor del 73%), frente a apenas una 
de cada cuatro en el contributivo (cerca del 26%). Esto indica que la mayoría no accede a la salud 
por la vía de la cotización derivada de su empleo, sino a través de la red no contributiva del 
Estado.  

El contraste se vuelve más agudo al observar los demás componentes: la afiliación a pensión 
(en torno al 12%–13%) y a riesgos laborales o ARL (alrededor del 12%) es muy baja. Además, los 
indicadores de pensión, ARL, salud contributiva combinada con pensión o con ARL, y protección 
completa se concentran todos alrededor del 11%–13%, lo que revela que quien accede a un 
beneficio contributivo suele tener los tres simultáneamente. En la práctica, solo cerca del 11% 
de las trabajadoras domésticas cuenta con protección completa, mientras que la desprotección 
total es marginal (entre 3% y 4%), precisamente porque el régimen subsidiado opera como un 
piso mínimo que cubre a casi todas las personas.  

Figura 7. Acceso a salud, pensión y ARL de trabajadores domésticos 

 
Fuente: Gran Encuesta Integrada de Hogares (2023,2024, 2025). Elaboración propia.  

 
 

 



 

 

¿Quiénes son los desocupados? Perfil sociodemográfico 

La población desocupada vinculada al trabajo doméstico, aquellos que se encuentran 
buscando trabajo y cuyo empleo anterior era en el sector del servicio doméstico, comparte un 
conjunto de rasgos que, tomados en conjunto, describen una posición particularmente 
desventajosa dentro del mercado laboral. Entre 2023 y 2025, el número de personas 
desocupadas cuya ocupación de referencia es este sector pasó de aproximadamente 315.000 a 
258.000, una reducción que hace aún más relevante entender quiénes componen ese universo. 

El rasgo más marcado es la composición por sexo: alrededor del 94% de los desocupados en 
este sector son mujeres, proporción que se ha mantenido estable a lo largo del periodo. Tanto el 
componente femenino como el masculino se redujeron en términos absolutos entre 2023 y 
2025, pero la caída fue más pronunciada entre los hombres, cuya presencia ya era reducida de 
entrada.  

Figura 8. Desocupados del trabajo doméstico por sexo 

 
Fuente: Gran Encuesta Integrada de Hogares (2023,2024, 2025). Elaboración propia.  

 
A esa concentración por sexo se suma una distribución particular según la jefatura de hogar. En 
2025, alrededor del 48% de las personas desempleadas del sector se identifican como jefes o 
jefas de hogar, frente a un 52% que ocupa otra posición dentro del núcleo familiar. No obstante, 
esta proporción ha mostrado una tendencia ascendente desde 2023, cuando los jefes de hogar 
representaban cerca del 43%. 
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Figura 9. Desocupados según jefatura de hogar 
 

 
Fuente: Gran Encuesta Integrada de Hogares (2023,2024, 2025). Elaboración propia.  

En cuanto a la distribución por grupos de edad, los datos de 2025 muestran que las personas 
desempleadas en trabajo doméstico se concentran principalmente en los rangos de 25 a 34 
años y de 35 a 44 años, que juntos reúnen alrededor de la mitad del total. Los grupos de mayor 
edad, de 45 a 54 años y de 55 años y más, tienen una presencia algo menor, mientras que las 
personas menores de 25 años representan cerca del 17% del total. El perfil que se observa 
corresponde, en su mayoría, a población en plena edad productiva, lo que matiza la idea de un 
desempleo asociado exclusivamente a las edades más avanzadas y plantea interrogantes sobre 
las trayectorias laborales en este grupo. 

Figura 10. Desocupados por grupo etario 

 
Fuente: Gran Encuesta Integrada de Hogares (2023,2024, 2025). Elaboración propia.  
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El nivel educativo completa el cuadro. En 2025, alrededor del 92% de las personas 
desempleadas no superan la educación secundaria: la mayoría cuenta con secundaria 
completa o incompleta, y un grupo considerable tiene únicamente educación básica. La 
educación técnica y la universitaria aparecen de manera marginal, con proporciones cercanas 
al 6% y al 2% respectivamente. Esta distribución es coherente con el perfil de escolaridad 
históricamente asociado al sector y plantea interrogantes sobre las condiciones en que se 
produciría una eventual reinserción laboral fuera del trabajo doméstico, especialmente si se 
considera junto con la composición etaria descrita. 

Figura 11. Desocupados por nivel educativo 

 
Fuente: Gran Encuesta Integrada de Hogares (2023,2024, 2025). Elaboración propia.  

 
En conjunto, los datos muestran que la población desempleada comparte varios rasgos: está 
conformada mayoritariamente por mujeres, se concentra en las edades productivas centrales, 
presenta niveles educativos predominantemente bajos y se distribuye de manera relativamente 
equilibrada entre quienes ejercen la jefatura del hogar y quienes no, aunque con una 
participación creciente de los primeros. Este perfil contrasta de manera significativa con el de 
las personas ocupadas en el sector, entre las cuales predominan los mayores de 45 años. 
 
La mayor concentración de personas jóvenes entre la población desempleada, en un contexto 
caracterizado por una alta informalidad laboral y una baja especialización, podría reflejar la 
existencia de dinámicas estructurales que favorecen la contratación y permanencia de 
trabajadores con mayor experiencia. Estos, además, pueden contar con redes sociales y 
laborales más consolidadas, lo que incrementa sus posibilidades de acceder y mantenerse en 
el empleo. Este factor resulta especialmente relevante debido a la importancia de las 
referencias personales y laborales como principal mecanismo de vinculación laboral en estas 
ocupaciones. 
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Sin embargo, ninguno de estos rasgos, tomado de manera aislada, permite extraer conclusiones 
definitivas, pero su coincidencia sugiere que el desempleo en este sector no se distribuye de 
forma aleatoria, sino que responde a configuraciones sociodemográficas que conviene tener 
presentes al diseñar instrumentos de política laboral y de protección social. 
 
¿Por qué salen? Razones de desvinculación 

Al analizar las razones por las cuales los trabajadores domésticos se desvincularon de su 
empleo anterior, los datos muestran que las salidas están explicadas principalmente por 
factores personales y familiares, más que por decisiones vinculadas a las condiciones del 
empleo o eventos de terminación contractual. En conjunto, las responsabilidades familiares y 
las razones de salud representaron alrededor del 60% de las salidas en 2023, proporción que 
aumentó al 63% en 2024 y al 67% en 2025, evidenciando una tendencia creciente. 

Las responsabilidades familiares se consolidaron como la razón dominante de desvinculación, 
con una participación que pasó del 39% en 2023 al 43% en 2025. Le siguen las salidas asociadas 
a enfermedad o accidente, que aumentaron del 21% al 24% en el mismo periodo. El fin de 
contrato se mantiene como otra causa relevante, con participaciones de 13%, 14% y 12% en los 
tres años analizados, reflejando la persistencia de vínculos laborales de duración limitada en el 
sector. En contraste, las desvinculaciones por despido, cierre de empresa y condiciones 
laborales insatisfactorias perdieron relevancia, con participaciones que no superaron el 8% 
individualmente en ninguno de los años. 

Figura 12. Motivos por los cuales trabajadores domésticos dejan su empleo 

 
Fuente: Gran Encuesta Integrada de Hogares (2023,2024, 2025). Elaboración propia.  

 
El peso creciente de las responsabilidades familiares como causa de salida pone de relieve que 
la permanencia en este tipo de ocupaciones continúa estando fuertemente condicionada por 



 

 

las cargas de cuidado, factor que no solo afecta la continuidad laboral, sino que puede contribuir 
a trayectorias más inestables e intermitentes. Esto es coherente con el perfil sociodemográfico 
descrito anteriormente: una población mayoritariamente femenina, en edad media de la vida 
laboral y con un rol predominante de jefatura de hogar.  

¿A dónde van? Trayectorias laborales tras la desvinculación 

Entre los ocupados cuyo empleo anterior fue el trabajo doméstico, los destinos actuales revelan 
una movilidad limitada hacia empleos formales fuera del sector. Entre 2023 y 2025, apenas 
cerca de uno de cada diez trabajadores se ubicó en un empleo formal no doméstico, con una 
participación que pasó de 9,6% en 2023 a 8,5% en 2025. La mayor parte de las trayectorias se 
concentra en dos destinos: I) otro empleo informal no doméstico, que se mantiene alrededor del 
49%, y II) la permanencia en el trabajo doméstico, que alcanza cerca del 42% en 2025. Este 
panorama es relevante porque evidencia que la salida del trabajo doméstico no se traduce, para 
la mayoría, en acceso a empleos con mayor protección laboral y social. 

La evidencia regional apunta en la misma dirección: el BID ha documentado que el trabajo 
doméstico remunerado en América Latina y el Caribe concentra altos niveles de informalidad y 
baja cobertura de seguridad social, aun en un contexto de avances normativos (Suaya et al., 
2023). Desde esta perspectiva, el problema no se limita a las condiciones dentro del sector, sino 
también a las oportunidades disponibles al salir de él: las trayectorias observadas muestran que 
la transición hacia empleos formales sigue siendo minoritaria, mientras predominan caminos 
asociados con la persistencia de la informalidad y la segmentación laboral. 

Figura 13. Destinos actuales desde el trabajo doméstico 

 

Fuente: Gran Encuesta Integrada de Hogares (2023,2024, 2025). Elaboración propia. 
 



 

 

EFECTOS POTENCIALES DE LAS REFORMAS LABORAL Y PENSIONAL SOBRE LOS 
TRABAJADORES DOMÉSTICOS 

Dos instrumentos normativos recientes tienen incidencia potencial sobre el trabajo doméstico 
en Colombia. La Ley 2381 de 2024 reestructura el sistema pensional bajo un esquema de cuatro 
pilares, siendo el semicontributivo el más relevante para los trabajadores domésticos, pues 
contempla a quienes, por sus bajos ingresos y la naturaleza fragmentada de su trayectoria 
laboral, quedan por debajo del umbral de semanas que el sistema contributivo exige. Su entrada 
en vigencia, sin embargo, permanece suspendida desde junio de 2025 mientras la Corte 
Constitucional resuelve un vicio de procedimiento en su trámite legislativo. Por su parte, la Ley 
2466 de 2025 adoptó una reforma laboral orientada al trabajo decente y digno que modificó 
aspectos como la jornada, los recargos nocturnos y dominicales y las condiciones de 
contratación. Su artículo 33 es particularmente relevante para el sector: establece la obligación 
de vincular a los trabajadores domésticos mediante contrato escrito y registrarlos en la PILA, en 
cumplimiento de directrices establecidas en el Convenio 189 de la OIT. Sobre ese marco, y con 
el perfil de caracterización del sector, se desarrolla el análisis que sigue. 

Formalización contractual: beneficio esperado con obstáculos reales 

El predominio del contrato verbal es uno de los puntos en los que la reforma laboral tiene mayor 
potencial de impacto inmediato sobre el sector. Entre el 83% y el 86% de los trabajadores 
domésticos opera bajo esta modalidad, cifra que se agudiza en el trabajo externo, donde los 
contratos escritos no superan el 14%. El artículo 33 de la Ley 2466 de 2025 aborda directamente 
esta realidad: establece la obligación de vincular a los trabajadores domésticos mediante 
contrato escrito y registrarlos en la PILA, disposición que, en teoría, podría reducir la posibilidad 
de que el empleador niegue la relación laboral o evada sus obligaciones, permitiendo así a los 
trabajadores domésticos el acceso a prestaciones, cotizaciones y protección ante el despido. 

El beneficio potencial, sin embargo, enfrenta una tensión estructural: el empleador doméstico 
no es una empresa con departamento de recursos humanos ni con incentivos formales de 
cumplimiento, sino que es generalmente un hogar. Por tanto, la capacidad de inspección del 
trabajo para llegar a ese espacio privado es históricamente limitada, y la asimetría de poder entre 
empleador y empleado —reforzada por la baja sindicalización del sector y la escasa 
especialización del oficio— limita la capacidad del empleado para exigir el cumplimiento. 

A lo anterior se suma que el aumento de las obligaciones formales y los costos no salariales de 
contratación podrían generar incentivos adversos. Un primer escenario es que los hogares 
empleadores opten simplemente por no formalizar el vínculo o reducir las horas contratadas 
para evitar las cargas que la ley impone. Un segundo escenario, quizás más sutil, es que la 
formalización ocurra en el papel sin traducirse en el goce efectivo de los derechos: contratos 
escritos que acrediten el vínculo, pero no garanticen el cumplimiento real de las obligaciones 
laborales. En cualquier caso, el riesgo es que la reforma amplíe la brecha entre la norma y su 
aplicación efectiva. 

Recargos por jornada: ganancia nominal, riesgo de ajuste a la baja 



 

 

Un segundo punto de contacto entre la reforma y el perfil del sector son los recargos por jornada. 
La caracterización muestra que la modalidad interna concentra el mayor porcentaje de 
trabajadores con jornadas que exceden el límite legal —llegando al 63,9% en 2024— y que el 
sector en general exhibe una tendencia hacia jornadas más cortas y flexibles: la jornada parcial 
de 20 a 29 horas pasó del 20,5% al 32,1% entre 2023 y 2025. Pese a ello, los nuevos recargos 
nocturnos, dominicales y de horas extras podrían beneficiar directamente a quienes aún 
trabajan jornadas extendidas, con mayor incidencia entre los trabajadores internos, donde la 
sobreexposición horaria es más frecuente. 

Para quien ya trabaja domingos o en horario nocturno con el mismo empleador, el recargo 
representa un ingreso adicional sin cambio en la relación laboral. La tensión, no obstante, 
aparece en la respuesta del mercado: debido a que la demanda del sector ya se mueve hacia 
jornadas más cortas y fragmentadas (tendencia observable incluso antes de la reforma), el 
encarecimiento de la jornada extendida tendería a profundizar esa dinámica. El empleador 
entonces propendería por redistribuir las horas hacia días y horarios sin recargo o por reducir las 
horas contratadas, manteniendo la misma carga de trabajo, pero evitando el umbral que activa 
los recargos. Para el empleado, el resultado podría ser paradójico: mayor recargo por hora con 
menor ingreso total, o una jornada más fragmentada y menos predecible. 

Salario: el piso legal no resuelve el problema del pago efectivo 

El problema salarial es otro punto donde la brecha entre norma y realidad se hace evidente. 
Cerca de la mitad de los trabajadores domésticos percibe menos de un salario mínimo mensual 
legal vigente, proporción que en la modalidad externa supera el 85%. Las disposiciones que 
buscan equiparar el salario del trabajo doméstico con el de otros sectores, incluyendo la 
obligación de liquidar con base en el salario completo —y no descontar el valor de la habitación 
o los alimentos en el caso interno—, corregirían una distorsión histórica en la valoración de este 
trabajo. 

Ahora bien, el impacto real de esta disposición depende de dos condiciones que el sector 
difícilmente cumple. Por un lado, el incumplimiento del salario mínimo ya existente evidencia 
que el problema no es solo normativo: hay un desfase entre lo que la ley establece y lo que el 
empleador paga, que persiste precisamente porque los mecanismos de control son débiles en 
este sector. Por otro lado, elevar el costo salarial en un mercado donde el empleador es un hogar 
de ingresos medios o bajos podría incentivar la reducción de horas, la no renovación del vínculo 
o el paso a modalidades aún más informales, como el pago en efectivo sin registro o la reducción 
de la jornada declarada. 

Pensiones: el pilar semicontributivo como cambio estructuralmente relevante 

El perfil revela que la cotización a pensión en la modalidad externa no supera el 15% en promedio 
y que la mitad de los trabajadores permanece completamente desprotegida. La naturaleza 
fragmentada del trabajo doméstico (varios empleadores, jornadas discontinuas, contratos 
verbales de corta duración) genera trayectorias de cotización intermitentes que difícilmente 
alcanzan las semanas mínimas del sistema contributivo estándar. 



 

 

El Pilar Semicontributivo de la reforma pensional respondería parcialmente a este diagnóstico. 
Bajo el esquema de pilares que propone la reforma, los trabajadores que lleguen a la edad de 
jubilación con entre 300 y 999 semanas cotizadas podrían acceder a una renta vitalicia de hasta 
el 80% de un salario mínimo legal mensual vigente, con un componente subsidiado. Por su parte, 
quienes hayan cotizado y se encuentren en situación de pobreza extrema o vulnerabilidad, y 
cumplan las condiciones del Pilar Solidario, podrían recibir además una prestación monetaria 
equivalente, como mínimo, al valor de la línea de pobreza extrema. 

Aunque el sistema vigente opera de manera diferente, ya contempla mecanismos dirigidos a 
quienes no logran cumplir los requisitos para obtener una pensión debido, entre otros factores, 
a la irregularidad de sus cotizaciones a lo largo de la vida laboral. Tanto el Régimen de Ahorro 
Individual con Solidaridad (RAIS) como el Régimen de Prima Media permiten recuperar los 
recursos acumulados cuando el afiliado no alcanza las condiciones necesarias para 
pensionarse: mediante la devolución de saldos en el primer caso, y a través de la indemnización 
sustitutiva de la pensión en el segundo. El programa de Beneficios Económicos Periódicos 
(BEPS), administrado por Colpensiones, permite además realizar aportes flexibles no sujetos al 
monto de cotización correspondiente a un salario mínimo, con el propósito de constituir un 
ingreso periódico durante la vejez, mientras que Colombia Mayor ya otorga un subsidio 
monetario a las personas mayores en pobreza o vulnerabilidad que no cuentan con pensión. 

Tanto el sistema actual como el propuesto por la reforma buscarían, en consecuencia, atender 
problemáticas y poblaciones similares, aunque con diferencias en su diseño y en el nivel de los 
beneficios. Ninguno de los dos esquemas, sin embargo, aborda de manera suficiente las causas 
estructurales que generan esta vulnerabilidad, lo que pone de manifiesto la necesidad de una 
discusión más amplia sobre los factores que dificultan la formalización laboral, la continuidad 
de las cotizaciones y el acceso efectivo a los derechos laborales y a la protección social. 

El reto, en este caso, no sería de diseño sino de implementación: si la cotización es baja porque 
el contrato es verbal, el empleador no descuenta ni reporta y el empleado carece de 
mecanismos para exigirlo, los mecanismos propuestos se quedarían cortos a la hora de 
garantizar una renta vitalicia digna. Para la mitad del sector que permanece completamente 
desprotegida, el cambio normativo no generaría un efecto real sin una intervención paralela de 
formalización que garantice, al menos, algún nivel de cotización periódica. 

 

Prestaciones sociales: el límite de lo que la reforma puede garantizar 

El acceso a prestaciones sociales ilustra con claridad un reto adicional que enfrenta la reforma 
laboral. Las cifras de cobertura en cesantías, prima de servicios, vacaciones y ARL muestran un 
patrón consistente: incluso en la modalidad interna, la cobertura rara vez supera el 40%; en la 
externa no alcanza el 15% en promedio. El caso más elocuente es el de la prima de navidad: pese 
a ser una obligación legal vigente, su cobertura no supera el 6% en ninguna de las dos 
modalidades. En el trabajo doméstico, la existencia de la norma no garantiza su cumplimiento. 



 

 

Es precisamente en ese contexto donde los efectos de este conjunto de reformas se vuelven 
ambivalentes. Los mecanismos orientados a fortalecer la vinculación formal tienen el potencial 
de ampliar la protección de un sector históricamente precarizado; pero al mismo tiempo, el 
incremento de obligaciones y costos asociados a la contratación podría desincentivar la 
demanda de empleo doméstico, especialmente en hogares donde el servicio no es una 
necesidad indispensable. Su alcance, en ese sentido, no opera en un vacío: depende de la 
capacidad del Estado para hacer cumplir lo que ya existe antes de exigir lo que viene 

 

 

 



 

 

CONCLUSIONES 

Colombia ha avanzado de manera significativa en el reconocimiento formal de los derechos de 
las trabajadoras y trabajadores domésticos. La evolución normativa y jurisprudencial de las 
últimas décadas ha reducido progresivamente las diferencias entre este sector y el resto de los 
trabajadores, incorporando garantías en materia de jornada laboral, prestaciones sociales, 
seguridad social y remuneración. Pese a ello, ese avance normativo no ha sido acompañado por 
una transformación equivalente en las condiciones reales de trabajo: la persistencia de 
contratos verbales en cerca del 85% de los casos, la baja cobertura de prestaciones sociales y 
la desprotección de amplios segmentos del sector revelan que la brecha central ya no está en el 
reconocimiento de derechos, sino en su materialización efectiva 

El análisis revela además que el trabajo doméstico no constituye un mercado homogéneo. Las 
condiciones de acceso a derechos laborales, prestaciones sociales y remuneración están 
fuertemente condicionadas por la modalidad de contratación: los trabajadores internos 
presentan indicadores relativamente mejores de formalización y protección que los externos. 
Esa diferencia es de grado, no de naturaleza, pues ninguna de las modalidades logra superar los 
déficits estructurales identificados. En ambos casos, la precariedad sigue siendo la regla y no la 
excepción. 

El informe confirma también que el trabajo doméstico sigue siendo una manifestación concreta 
de las desigualdades estructurales de género. La feminización extrema del sector, donde las 
mujeres representan cerca del 98% de los ocupados, no es una simple característica 
demográfica, sino la expresión de una división sexual del trabajo que continúa asignándoles las 
responsabilidades asociadas al cuidado y al sostenimiento cotidiano de los hogares. Esta 
realidad adquiere mayor peso cuando se considera que más de la mitad de las trabajadoras 
domésticas son jefas de hogar, lo que significa que las condiciones laborales del sector inciden 
directamente sobre el bienestar económico de miles de familias colombianas. 

Esas responsabilidades de cuidado no solo definen quién entra al sector, sino también quién 
permanece y en qué condiciones sale de él. Las razones familiares y los problemas de salud 
explican cerca de dos terceras partes de las desvinculaciones laborales, lo que revela que las 
condiciones del mercado laboral no han logrado reflejar las realidades de quienes lo integran: 
las cargas de cuidado no remunerado siguen determinando trayectorias laborales sin que 
existan mecanismos efectivos para atenderlas. 

El análisis de las reformas recientes permite concluir que estas poseen un potencial importante 
para ampliar la protección social y laboral del sector, particularmente en materia de 
formalización contractual y acceso a mecanismos de protección para la vejez. Sin embargo, los 
hallazgos también muestran que los principales obstáculos para la garantía de derechos no son 
exclusivamente normativos. La naturaleza misma de la relación laboral doméstica —
desarrollada en espacios privados, con empleadores individuales y limitada capacidad de 
inspección estatal— plantea desafíos de implementación que podrían restringir el alcance 
efectivo de las reformas. En consecuencia, el impacto de los cambios regulatorios dependerá 



 

 

menos de la creación de nuevos derechos y más de la capacidad institucional para garantizar su 
cumplimiento y generar incentivos efectivos para la formalización. 

El principal desafío de política pública consiste, entonces, en cerrar la brecha entre los derechos 
normativos y su ejercicio efectivo. Esto exige reconocer las particularidades del espacio privado 
donde se origina la relación laboral doméstica, tipificando y sancionando adecuadamente el 
incumplimiento de las obligaciones laborales, y a la vez contemplar un conjunto más amplio de 
políticas orientadas a la sensibilización y a los beneficios concretos de la formalización. 
Campañas masivas de información sobre obligaciones laborales, la simplificación de los 
procesos de registro y cotización en la PILA, y la creación de incentivos positivos para los hogares 
empleadores —como beneficios fiscales o acceso a subsidios de las cajas de compensación 
familiar condicionados al cumplimiento de las obligaciones laborales— podrían contribuir a 
reducir las barreras existentes y a ampliar el alcance efectivo de las reformas. 

Por último, resulta necesario complementar las medidas de formalización con estrategias que 
amplíen las oportunidades de movilidad laboral de las trabajadoras domésticas. La experiencia 
acumulada en actividades como el cuidado, la organización de espacios, la preparación de 
alimentos y la atención a personas constituye un conjunto de competencias que no está siendo 
necesariamente certificado ni reconocido por el sistema de formación formal, particularmente 
para aquellas mujeres que buscan movilizarse hacia otras ocupaciones. Fortalecer rutas cortas 
de formación, certificación de competencias e intermediación laboral resultaría clave en ese 
sentido, articulado con políticas de cuidado —como acceso a jardines infantiles, turnos 
compatibles con responsabilidades familiares y permisos remunerados— que reduzcan las 
barreras que hoy excluyen a estas trabajadoras de una participación más amplia en el mercado 
laboral.  
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